COMENTARIOS DE DERECHO DISCIPLINARIO I.
 Como continuación del anterior artículo sobre la Ley Orgánica 12/2007 de 22 de octubre, y ahondando sobre lo que puede ser la parte más interesante, es decir, sobre los procedimientos sancionadores, bien el establecido para las faltas leves, bien el establecido para las faltas graves o muy graves. Sería conveniente realizar un pequeño estudio de los principios inspiradores de ambos procedimientos, principios que vienen recogidos de una forma expresa en el art. 38, el cual señala que: 

El procedimiento disciplinario se ajustará a los principios de legalidad, impulso de oficio, imparcialidad, celeridad, eficacia, publicidad, contradicción, irretroactividad, tipicidad, responsabilidad, proporcionalidad, individualización de las sanciones y culpabilidad, y comprenderá esencialmente los derechos a la presunción de inocencia, información, defensa y audiencia.

Por lo tanto, de dicho precepto se extraen los principios informadores de todo procedimiento disciplinario, los cuales son vinculantes en el desarrollo de la instrucción del correspondiente expediente disciplinario. Pues aunque la Administración ostente la potestad sancionadora o, como en el presente caso, disciplinaria, la misma es una manifestación del ius punieni del Estado, el cual se integra dentro del Ordenamiento Jurídico del Estado, que a la vez consagra una serie de garantías y derechos de todos expedientado, a la vez que la Administración debe de someterse a los límites establecidos en el Ordenamiento Jurídico. Siendo por ello, de especial importancia los principios establecidos en el precepto mencionado, pues la conculcación de cualquiera de ellos podría llevar a la postre a la declaración de la nulidad o anulabilidad de la posible resolución sancionadora que recayera en el expediente disciplinario.


Que por ello y siempre respetando, entre otros, los principios tanto mencionados, se puede decir que la instrucción del procedimiento disciplinario debe de ser dirigido con objetividad y nunca de forma inquisitiva, pues la finalidad del mismo es verificar la realidad de unos supuestos hechos que motivaron el inicio del mismo y una vez que se llega a una convicción de los mismos proponer la resolución correspondiente, la cual puede ser sin declaración de responsabilidad, o en su caso, y de encontrarse tipificados los hechos que se consideran probados en un determinado precepto de la “Ley Disciplinaria” proponer la sanción que se considera más ajustada a Derecho. Pues igualmente la posible sanción a imponer no se encuentra sujeta al libre criterio de la Administración, sino que la misma se encuentra sujeta a una serie de principios igualmente recogidos en el artículo 19 de la Ley Orgánica 12/2007, pues toda sanción debe de respetar, entre otros, el principio de proporcionalidad entre los hechos imputados, y considerados probados, y la sanción a imponer.

Pero los principios inspiradores del procedimiento habría que tratarlos con más detalle. En concreto empezaremos por el principio de legalidad.


Principio de legalidad que ya es recogido expresamente en el artículo 9.3 de la Constitución, el cual debe de poner en relación con el art. 25.1 CE que establece que nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento. Asimismo, este principio cobra un especial significado en el ámbito de la Administración que se concreta en la sumisión a la ley de la actividad administrativa, lo cual se recoge expresamente en el artículo 103.1 y que tiene como consecuencia inmediata que toda actividad administrativa, y por tanto la disciplinaria aunque se desarrolle en una relación de sujeción especial,  está sujeta a las disposiciones vigentes de carácter general, y de otro, la sumisión de los órganos que dictan disposiciones generales al ordenamiento jerárquico de las fuentes del Derecho. 

Por ello y en base al principio de legalidad ningún hecho puede ser considerado ilícito disciplinario, a no ser que previamente esté tipificado como tal en la correspondiente ley. Es por tanto, un principio fundamental del Derecho Público conforme al cual todo ejercicio de potestades debe sustentarse en normas jurídicas que determinen un órgano competente y un conjunto de materias que caen bajo su jurisdicción. Por esta razón se dice que el principio de legalidad asegura la seguridad jurídica.

Por último decir que dicho principio tiene una variante positiva y otra negativa. En relación a su sentido negativo la Administración no puede ni debe conculcar el marco establecido por la ley, la cual la vincula en todos los extremos. Y en sentido positivo la Administración sólo puede dictar normas o actos en los términos establecido por la ley.
